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ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS
1.1 ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
1.1.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.1.2.1  Administraciones Tributarias
1.1.2.1.2 Bonificaciones, beneficios y exenciones en las 
Ordenanzas Fiscales municipales
En esta materia tratamos en 2015 la queja 14/3800 en la que el interesado nos planteaba que tras formular 
solicitud de aplicación de las bonificaciones fiscales que por el Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI) se 
establecían en la Ordenanza Fiscal correspondiente del municipio de Yunquera (Málaga) no había recibido 
contestación alguna.

El promovente presentó escrito de queja el 29 de julio de 2014, del que se desprendía que en fecha 24 de 
febrero de 2012, había solicitado previamente del Ayuntamiento (Patronato de Recaudación Provincial) el 
reconocimiento y aplicación de la bonificación prevista en el artículo 2.2, a) de la entonces vigente Ordenanza 
Fiscal del IBI, respecto de una de las viviendas de protección oficial que, promovidas hacía unos veinte años, 
ocupaba mediante contrato de alquiler celebrado con la Junta de Andalucía.

Así mismo, en su escrito de queja y documentación adjunta, el interesado planteaba la falta de respuesta 
de la -entonces- Gerencia Provincial de EPSA en Málaga a su solicitud de 10 de abril de 2012, en la que 
pedía documentación acreditativa de la calificación definitiva como viviendas de protección oficial de 
aquella en que tenía fijada su residencia y domicilio, para acreditarlo al Ayuntamiento. 

Lo anterior, con la finalidad de obtener las bonificaciones que por el IBI se establecían en la Ordenanza 
Fiscal antes referida. Al no tener respuesta, volvía a reiterar su solicitud el 2 de abril de 2014 ante la 
Agencia autonómica (AVRA). 

En fecha 9 de julio de 2015, tras admitir a trámite la queja, recibíamos el informe del Ayuntamiento de 
Yunquera, que en síntesis indicaba que atendiendo a la realidad socio-económica del municipio optó 
por no regular la bonificación prevista para el IBI en el articulo 74.2 quáter del Real Decreto Legislativo 
2/2004, por el que se aprobó el TRLRHL, conforme a la redacción dada por la Ley 16/2012, de 27 de 
diciembre; no siendo por tanto aplicable aquella bonificación en el término de Yunquera como instaba 
AVRA. 

Tras la recepción de los informes recibidos de los organismos actuantes, la formulación de alegaciones 
por el interesado y la valoración y estudio de todo el material obrante en las actuaciones, efectuábamos 
nuestras consideraciones respecto al régimen jurídico de aplicación y con fecha 19 de julio de 2016 
formulábamos la Resolución procedente, efectuando Recordatorio del deber de cumplir determinados 
preceptos constitucionales y legales de aplicación.

Así como recomendando la revocación de los actos administrativos y acuerdos desestimatorios de la 
solicitud formulada por el interesado instando el reconocimiento y aplicación de la bonificación prevista en 
la Ordenanza Fiscal del IBI, al momento de su solicitud. Formulando igualmente Sugerencia, en el sentido 
de que se procediera a valorar el posible establecimiento en la Ordenanza Fiscal correspondiente de la 
bonificación que junto con el interesado venía demandando AVRA.

Finalmente recibíamos en la referida queja 14/3800 la respuesta de la Administración municipal concernida 
que posibilitó el cierre de las actuaciones al entender que se aceptaban nuestras resoluciones. 

Con ocasión de la tramitación de la queja 14/4138, el interesado nos indicaba que tras haber pasado a 
situación de retiro por inutilidad física e insuficiencia de condiciones psicofísicas para el servicio, formuló 
al Ayuntamiento de San Fernando (Cádiz) exención en el Impuesto sobre Vehículos de Tracción 
Mecánica prevista para los de titularidad de personas con discapacidad reducida, solicitudes que le 
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fueron denegadas, así como desestimado el recurso de reposición igualmente presentado, por entender 
el Ayuntamiento que sólo resultaba de aplicación dicha exención a las personas que acreditasen al menos 
un 33% de discapacidad, sin aceptar la equivalencia con tal condición de las personas en situación de 
incapacidad permanente, como era el caso del promotor de la queja.

Disconformes con esta interpretación jurídica del Ayuntamiento de San Fernando, formulamos Resolución, 
instándole a adoptar los acuerdos necesarios para el reconocimiento al interesado de la exención fiscal 
que solicitaba desde el ejercicio de 2013.

Asimismo, formulamos Sugerencia a la Corporación municipal instándole a incluir en la correspondiente 
Ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica la consideración de 
suficiencia a efectos de la acreditación de un grado de discapacidad del 33% o superior, de los certificados 
acreditativos de la condición de pensionistas de la Seguridad Social por incapacidad permanente en el grado 
de total, absoluta o gran invalidez, y los acreditativos de la condición de pensionistas de clases pasivas que 
tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o 
inutilidad para el mismo.

Dichas resoluciones no fueron aceptadas inicialmente por el Ayuntamiento lo que motivó la inclusión de la 
queja en el Informe Anual al Parlamento. Si bien posteriormente el Ayuntamiento nos contestaba accediendo 
a conceder la exención que solicitó el interesado para el ejercicio 2016 y siguientes.

1.1.2.1.3 El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU)
Básicamente la mayor parte de los expedientes que hemos tramitado en relación al Impuesto de Plusvalía 
(IIVTNU), lo fueron sobre la exención legal incluida finalmente en la modificación del articulo 105 de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, tras la convalidación de las previas reformas normativas producida 
mediante la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la 
competitividad y la eficiencia.

Al respecto, como hemos venido exponiendo repetidas veces, el Defensor del Pueblo Andaluz valoró muy 
positivamente la referida exención de pago del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana (Plusvalía) por las trasmisiones realizadas con ocasión de la dación en pago 
a una entidad financiera de la vivienda habitual del deudor hipotecario, por cuanto beneficiaban a 
personas que habrían llegado a esa situación por su precaria situación económica.

Sobre esta cuestión hemos formulado Resolución el pasado año, en relación con solicitud de exención 
denegada por el Organismo Provincial de Asistencia Económica y Fiscal de la Diputación de Sevilla (OPAEF), 
que finalmente resultó aceptada por el OPAEF, por lo que resolvimos el cierre de actuaciones en la queja 
el correspondiente expediente de queja 14/3557.

Por su parte, la queja 15/4167, promovida también a instancia de parte, trataba sobre la misma cuestión 
-exención denegada por dación en pago de vivienda habitual-, pero afectaba en esta ocasión al Patronato 
de Recaudación Provincial de la Diputación de Málaga, que había denegado la aplicación de dicha exención 
a la persona promotora de la queja por considerar que no concurría el requisito del empadronamiento 
continuado de la misma en la vivienda objeto de dación en pago durante los dos años anteriores a la misma. 

Por el citado organismo, tras solicitarle el correspondiente informe, se nos respondía que recientemente 
habían tenido conocimiento del Informe de la Dirección General de Tributos, recaído en la Consulta (IE) 
0626-15, en la que, en relación con el requisito del empadronamiento en la vivienda habitual, se señala: 

“Este requisito no hay que interpretarlo en un sentido tan estricto que excluya de la aplicación de 
la exención a aquellos casos en los que sí haya constituido la vivienda habitual del contribuyente, 
pero que, como consecuencia del propio procedimiento de ejecución hipotecaria o debido a su 
grave situación económica, en el momento de la transmisión de dicha vivienda, ya no resida en 
la misma.
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Por tanto será el órgano gestor quien deba apreciar el cumplimiento de dicho requisito a la vista 
de los pruebas apartadas por el contribuyente.”

A la vista del contenido de este informe el Patronato nos indicaba que habían requerido a la interesada 
para que aportara la documentación acreditativa de las razones por las que cambió su empadronamiento 
unos meses antes de producirse la dación en pago.

A este respecto, la persona nos informó que había contestado al requerimiento del Patronato explicando 
que la única razón del cambio de domicilio antes de hacerse efectiva la dación en pago fue el deseo de 
iniciar cuanto antes una nueva vida, que le llevó a alquilar una nueva vivienda y empadronarse sin esperar 
al lanzamiento de su anterior domicilio.

Estimando más que razonables las razones expuestas por la interesada, indicamos al Patronato que 
dábamos por concluidas nuestras actuaciones en la confianza de que las mismas serían aceptadas y 
reconocida la exención.

En la queja 14/5740, la Administración gestora y recaudadora del IIVTNU, que había denegado inicialmente 
la exención por dación en pago de la vivienda habitual resultó ser el Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, 
al cual hubimos de formular la oportuna Recomendación en el sentido de que una vez acreditado el 
cumplimiento de los requisitos necesarios, reconociera el derecho de la persona promotora de la queja 
a ser beneficiaria de la exención prevista en el artículo 105.1.c) del Texto Refundido de la Ley Reguladora 
de Haciendas Locales, procediendo de oficio a la devolución de los ingresos indebidamente percibidos en 
concepto de IIVTNU.

Resolución que fue aceptada por el Ayuntamiento, comunicándonos el mismo que procedía a estimar la solicitud 
de rectificación de autoliquidación en concepto de Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana, y a reconocer a la parte interesada el derecho a la devolución de ingresos indebidos.

Razón por la que consideramos como aceptada la resolución y el asunto como solucionado, archivando 
las actuaciones en la referida queja 14/5740.

1.1.2.1.4 Tasas y Precios Públicos
Hemos finalizado en el pasado ejercicio 2016 la tramitación de diversas quejas que planteaban una posible 
discriminación en la exacción de tasas -principalmente por la recogida de residuos- al cobrarse un importe 
mayor a los sujetos pasivos no residentes que a los sujetos pasivos empadronados en el Municipio de que 
se tratare.

Así, la queja 13/3399 y la queja 14/3798, promovidas respecto del Ayuntamiento de Benalmádena (Málaga); 
y la queja 14/0079, promovida respecto del Ayuntamiento de Torremolinos (Málaga).

Esta Institución considera no conforme a derecho este trato diferenciado en el ámbito tributario en 
función de la condición de residente del sujeto pasivo, motivo por el cual, hemos formulado a las 
Administraciones implicadas las oportunas Resoluciones instándoles a revisar las decisiones adoptadas y 
a adaptar las ordenanzas fiscales a la legalidad vigente. Sirva como ejemplo la Resolución formulada en 
la queja 13/3399, afectante al Ayuntamiento de Benalmádena.

Lamentablemente, no recibimos respuesta por parte del Ayuntamiento a las resoluciones dictadas, lo 
que motivó la inclusión de este expediente y del tramitado en la queja 14/3798 en el Informe Anual al 
Parlamento de Andalucía. 

En la queja 14/0079, por contra, el Ayuntamiento de Torremolinos sí nos facilitó respuesta aun cuando la 
misma era contraria a la aceptación de nuestra Resolución por cuanto, pese a no decirlo expresamente, se 
evidenciaba que persistía en el reconocimiento de un beneficio fiscal en los tributos locales condicionado 
al requisito de estar empadronado en el municipio el sujeto pasivo.
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Una decisión que nos parece censurable, no sólo porque contradice la opinión de esta Institución, sino que 
es contraria a la posición expresada por los Tribunales de Justicia en diversos pronunciamientos. Por tal 
razón, resolvimos la inclusión en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía de los expedientes reseñados. 

Durante la tramitación de la queja 14/1045 tuvimos ocasión de valorar una actuación administrativa que, 
a nuestro juicio, evidenciaba un excesivo afán recaudatorio, sin tomar suficientemente en consideración 
las circunstancias concurrentes en la persona afectada.

La promotora de la queja exponía que la Diputación de Málaga (Patronato de Recaudación) le giraba a 
su cuenta bancaria diligencia de embargo, por un importe 73,91 euros, correspondiente a una deuda 
en concepto de tasa por un servicio de bomberos prestado el año 1998 (hacía 16 años) cuyo importe 
original era de 33,72 euros.

Según acreditaba la interesada no era la primera vez que se le pretendía embargar su saldo en una cuenta 
corriente en la que únicamente ingresaba el importe de la renta activa de inserción (mensualmente 426 
euros) que constituía su única fuente de ingresos. Según indicaba, en enero de 2014, tras presentar la 
oportuna reclamación cancelaron el embargo; no obstante, otra vez le volvieron a embargar con la cantidad 
aumentada en febrero de 2014, y le demandaban nuevamente que volviera a presentar ante el citado 
organismo la documentación justificativa de los ingresos que percibía. 

Tras la admisión a trámite y considerando insuficientes las justificaciones aducidas por la Agencia recaudatoria 
para actuar de aquella forma, dictamos la Resolución que consta en las actuaciones, sugiriendo que 
procedieran a una declaración de fallido de la deudora y de incobrable del crédito. 

Esta resolución fue desestimada por el Patronato de Recaudación amparándose en el hecho de que la 
deuda ya había sido cobrada -como resultado del embargo practicado- por lo que no tenía sentido la 
declaración de fallido, señalando que la declaración de inembargabilidad del crédito sólo podía hacerse 
de forma rogada y no de oficio, no habiéndose instado la misma por la interesada.

No podemos compartir esta respuesta, toda vez que la interesada y esta Institución alegaban la situación 
económica de aquélla y el hecho de que la Administración era conocedora de que la situación no iba a 
cambiar previsiblemente, por lo que no tenía sentido que persistieran en dictar una orden de embargo 
tras otra, obligando así a la interesada a un continuo peregrinar por la sede administrativa para conseguir 
la devolución de lo indebidamente cobrado. Entendemos que hubiera sido deseable una actuación 
administrativa más sensible y acorde con el principio de justicia social.

En cualquier caso y como consideramos no aceptada nuestra Resolución, dimos por finalizada la queja con 
la inclusión de la misma en el Informe Anual.

1.1.2.1.5 Los procedimientos de revisión en garantía de los 
derechos del contribuyente
En la queja 14/2796, el interesado nos exponía que el Ayuntamiento de Sevilla le habría efectuado embargo 
por impago de tasa de basura correspondiente al ejercicio de 2003. Considerando que la liquidación por la 
tasa de basura habría prescrito, formuló recurso de reposición que le fue contestado en noviembre de 2013.

Desestimándose, su pretensión de prescripción de la deuda, porque según mantenía no se produjeron 
las notificaciones edictales que alegaba la Agencia Tributaria del Ayuntamiento de Sevilla, en especial la de 
la Providencia de Apremio que según la Administración se habría publicado en el BOP de 5 de marzo de 
2005, lo que según el interesado, no se le ha acreditado en modo alguno. 

No obstante, y durante el tramite de alegaciones para la instrucción de la queja, el interesado nos 
comunicaba que en fecha 24 de enero de 2014 habría formulado reclamación económico administrativa 
ante el Tribunal Económico Administrativo Municipal de Sevilla que no se resolvía nada por el mismo pese 
al tiempo transcurrido de más de un año; razón por la que decidimos formular la Resolución que consta 
en las actuaciones de la queja respecto del impulso de oficio de todos los trámites por la Administración 
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municipal concernida y respecto a la necesaria dotación de medios personales y materiales del Tribunal 
Económico Administrativo para que pudiere llevar a cabo sus intervenciones extraordinarias de revisión 
de la actuación de los órganos de gestión y recaudación tributaria del Ayuntamiento. 

En parecidos términos la queja 14/5376, en la que el interesado también respecto del Ayuntamiento de 
Sevilla y su Agencia Tributaria actuando como órgano de recaudación, habría formulado un recurso de 
reposición frente a expediente sancionador en materia de sanción de tráfico urbano, que cuya resolución 
desestimatoria motivó que por su parte interpusiera reclamación económico administrativa ante el Tribunal 
respectivo municipal que nada resolvía al respecto pese a haber transcurrido más de un año de espera.

Admitida a trámite la queja tras su tramitación nos vimos obligados a formular la Resolución  que consta 
en las actuaciones, en forma similar que en el expediente anterior.

Pese a las numerosas resoluciones dictadas debemos denunciar que siguen produciéndose unas dilaciones 
inaceptables por parte del Tribunal Económico Administrativo Municipal de Sevilla en la resolución de los 
asuntos que son sometidos a su consideración.

1.1.2.2 Administraciones Públicas y Ordenación 
Económica
1.1.2.2.1 Transparencia
1.1.2.2.1.1 Administración local
Es de justicia reconocer el importante esfuerzo que las entidades locales de Andalucía están desarrollando 
para dar cumplimiento a las leyes de transparencia, como demuestra el elevado número de municipios que 
han aprobado ordenanzas reguladoras en materia de transparencia y han puesto en funcionamiento 
los denominados “portales de transparencia”.

Pese a ello, en 2016 hemos asistido a un significativo aumento en el número de quejas referidas a posibles 
incumplimientos por parte de las Corporaciones Locales de los deberes que esta nueva legislación les impone.

La mayoría de estas quejas denuncian incumplimientos del derecho de acceso a la información, al 
denegarles los Ayuntamientos sus peticiones de acceso o no responder a las mismas. Sin embargo, una 
análisis de las peticiones planteadas nos lleva a concluir que lo que subyace en el fondo del problema es un 
incumplimiento por la Corporación municipal de las obligaciones de publicidad activa que estatuyen 
las leyes de transparencia.

Debemos señalar que un número importante de las quejas tramitadas que afectaban a entidades locales 
contenían peticiones de acceso a información formuladas antes de la entrada en vigor de las leyes de 
transparencia, por lo que hubieron de ser tramitadas atendiendo a la normativa reguladora del derecho 
de acceso a la información vigente en el momento de su presentación, básicamente contenida en la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.

Muchas de estas actuaciones han finalizado con el dictado de una Resolución por parte del Defensor del 
Pueblo Andaluz, ante el reiterado silencio de las Administraciones Locales a las solicitudes recibidas.

Así sucedía en la queja 14/3145, queja 14/3259 y queja 14/3260, en las que por el representante de una 
asociación ecologista de Córdoba se denunciaba la falta de respuesta a diferentes escritos presentados 
en junio de 2014 a la Diputación Provincial de Córdoba solicitando el acceso a diversa información y 
documentación.

De la tramitación de estos expedientes se evidenciaba la falta de respuesta de la Administración Provincial 
y por tanto el incumplimiento de la obligación de resolver expresamente las solicitudes y escritos de los 
ciudadanos, por lo que, estimando tal práctica como lesiva para determinados Derechos y Libertades 
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reconocidos en el Título primero del Estatuto de Autonomía para Andalucía, especialmente para el derecho 
a la buena administración, contenido en el artículo 31 de la citada norma, formulamos Resoluciones, de las 
que es muestra significativa la Resolución dictada en la queja 14/3260. 

Como respuesta a las Resoluciones dictadas, la Diputación Provincial de Córdoba nos contestó que estaba 
procediendo a dar respuesta a la Asociación interesada trasladándole la información solicitada. A la vista 
de ello, dimos por finalizadas las quejas considerando que se habían aceptado nuestras Resoluciones. 

Otro grupo de expedientes de queja que, con similares pretensiones informativas por los interesados, 
tramitamos y resolvimos en forma agrupada fue el integrado por la queja 15/1836, queja 15/1837, queja 
15/1838, queja 15/2270, queja 15/2271, queja 15/2272 y queja 15/1273, promovidas todas por una Asociación 
política ante la Alcaldía Presidencia del Ayuntamiento de Dos Hermanas (Sevilla), en demanda de diversa 
información y documentación, relativa a parcelas de gestión político y económico-administrativa del 
Ayuntamiento y de sus entidades instrumentales y empresas municipales.

Así, se interesaba información sobre la existencia de normas respecto al uso de locales municipales; información 
referente a las subvenciones que hubieren recibido las Asociaciones de Vecinos; información de relevancia 
jurídico-administrativa municipal; y presupuesto ejecutado de la Administración y de empresas municipales.

A pesar de que estas peticiones de acceso a la información se formularon antes de la entrada en vigor de las 
leyes de transparencia, lo cierto es que toda la documentación demandada formaba parte de la información 
que el Ayuntamiento estaba obligado a publicar en su portal de transparencia como consecuencia de las 
obligaciones de publicidad activa que estas normas le imponen.

Por ello, formulábamos las respectivas Resoluciones, consistentes básicamente en Recordatorios y 
Recomendaciones de respuesta a la mayor brevedad posible a los escritos presentados por los representantes 
de la Asociación política referida. Sirva, por todas ellas, la Resolución formulada en la queja 15/1836.

Asimismo y en paralelo, celebramos una reunión con representantes de la Corporación en la que le 
trasladamos la conveniencia de dar cumplimiento a sus obligaciones de publicidad activa, lo que posibilitaría 
dar respuesta a la asociación, facilitándole el enlace al apartado de su portal de transparencia donde 
apareciese incluida la documentación demandada.

Al respecto, hemos de decir que finalmente el Ayuntamiento nos comunicaba la aceptación de las Resoluciones 
dictadas (queja 15/1836), indicando que había notificado respuesta a la Asociación Política solicitante 
facilitándole los enlaces del Portal de Transparencia y de su pagina web en los que podía encontrar y 
acceder a toda la información solicitada. 

El ejercicio del derecho de acceso a información en el ámbito local adquiere matices especiales cuando 
quien pretende ejercitarlo ostenta un cargo en la Corporación como representante electo, investido por 
tanto de las prerrogativas propias de los miembros de las corporaciones locales que conceden al mismo 
un acceso privilegiado a los datos, documentos e informaciones que obren en poder de los servicios de 
la Corporación y le resulten precisos para el desarrollo de su función. (art. 14 y ss. del RD 2568/1986, 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales).

Nos parece importante aclarar una cuestión en relación a las quejas recibidas por incumplimientos del 
derecho de acceso a la información por parte de las Entidades Locales cuando afectan a miembros 
de la propia Corporación.

Ocurre que con frecuencia, las quejas recibidas en esta Institución proceden de representantes de los 
grupos políticos municipales en la oposición y denuncian incumplimientos de la normativa de transparencia 
por parte del gobierno municipal, al no haber atendido determinadas solicitudes de acceso a información.

Pese a que en los escritos de queja se invocan las leyes de transparencia, lo cierto es que cuando accedemos 
a los escritos de solicitud de información comprobamos que los mismos se plantearon esgrimiendo la 
condición de miembro de la Corporación del solicitante y, muchas veces, citando expresamente la normativa 
de régimen local que ampara y privilegia sus derechos de acceso.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-pedimos-a-la-diputacion-de-cordoba-que-integre-la-gestion-de-solicitudes-de-informacion-ciudadana
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/uso-de-locales-municipales-para-actos-de-grupos-politicos-que-no-tienen-representacion-en-el
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-de-dos-hermanas-acepta-nuestra-resolucion-de-transparencia-sobre-uso-de-locales


Desglose por materias · IAC 2016 1. Administraciones Locales · 12

En esos casos, pese a invocar la queja las leyes de transparencia, consideramos que lo procedente es 
tramitar el expediente atendiendo a las disposiciones locales que regulan específicamente el derecho de 
acceso de los miembros de la Corporación, dotándolo de un estatus de especial protección.

Por el contrario, si la solicitud de acceso ala información fue presentada amparándose en las leyes de 
transparencia, aunque el solicitante sea un miembro de la corporación, tramitamos el expediente aplicando 
lo dispuesto en la legislación de transparencia.

Por último, si el solicitante de información, miembro de la Corporación, ha esgrimido en su escrito de 
solicitud ambas normativas, aplicaremos siempre aquella que resulte mas beneficiosa a sus intereses.

1.1.2.2.2 Protección de datos personales
...

También nos parece de interés reseñar la apertura de oficio de dos quejas relacionadas con la protección 
de datos y afectantes ambas al Ayuntamiento de Sevilla, aun cuando las mismas aun se encuentran en 
tramitación y no podemos ofrecer la resolución final adoptada en las mismas.

Nos referimos a la queja 15/4327 iniciada tras tener conocimiento de un grave fallo de seguridad en la 
página web de la Agencia Tributaria del Ayuntamiento de Sevilla, página que a su vez se encuentra 
alojada en la propia web del Consistorio. Al parecer, desde un enlace indexado por el buscador Google, y 
simplemente con introducir el DNI se podía acceder a los datos privados de cualquier ciudadano empadronado 
en el municipio (nombre, direcciones, cuentas corrientes, embargos ...).

Asimismo, es de reseñar la queja 16/0414 que iniciamos de oficio tras tener conocimiento de la grabación 
mediante sistemas de reproducción audiovisual no declarados de las pruebas de alcoholemia que 
realizaba la Policía Local de Sevilla.

Según parece dos Intendentes de la Policía Local de Sevilla decidieron, por supuestos motivos de seguridad, 
colocar dos cámaras, sin pedir permiso alguno, en unas dependencias de la Policía Local de Sevilla, en la 
habitación de la Oficina de Gestión de Atestados (OGA) a la que son llevados los conductores que han dado 
positivo en una primera prueba de alcoholemia -la que se realiza con el etilómetro en la vía pública- para 
someterse a una segunda prueba o contraste de la primera.

En tales dependencias, según la denuncia conocida, la Policía Local grabó ilegalmente a decenas de 
conductores mientras se sometían a una segunda prueba de alcoholemia. 

Como decimos ambas quejas se encuentran todavía en fase de investigación.

...

1.1.2.2.4 Organización Local
En el expediente de queja 15/0397 se nos planteaba una interesante cuestión relativa a la regulación 
normativa, organización y funcionamiento de las Juntas de Distrito del Ayuntamiento de Sevilla y a la 
participación ciudadana en aquellos órganos; así como respecto de la gestión descentralizada de los 
servicios municipales.

El promovente de la queja nos exponía cómo había presentado escrito ante la Junta Municipal de un 
Distrito Municipal solicitando la modificación del Reglamento Orgánico de las Juntas Municipales de Distrito 
argumentando su petición en la necesidad de dotar de una gestión democrática más real a la plataforma 
informática “e-democracia participa sevilla”. 

Como quiera que la Administración municipal en un primer momento no facilitaba información ni respuesta, 
tampoco a esta Institución, debimos formular la Resolución correspondiente, recordando la obligación de 
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resolver expresamente los escritos, solicitudes y peticiones que formulen los interesados y la obligación 
de colaborar con el Defensor del Pueblo Andaluz en sus investigaciones y quejas. 

En su respuesta, esta vez sí, a nuestra Resolución, el Ayuntamiento de Sevilla contestaba que el Gobierno 
de la Ciudad estudiaba la forma de mejorar tanto la participación ciudadana en la web, como la de hacer 
efectiva la e-participación en las Juntas Municipales de Distrito, para lo que ha formado un grupo de estudio 
y se ha solicitado ayuda a los fondos FEDER europeos, y de esta manera potenciar esta herramienta 
novedosa en la ciudad plasmando estos y otros cambios en un nuevo Reglamento Orgánico de las Juntas 
Municipales de Distrito consensuado con los Grupos Políticos. 

Considerando como aceptada la Resolución procedíamos al cierre de la queja 15/0397.

Cuestión distinta fue la planteada en la queja 15/1511, referida al funcionamiento de uno los órganos mas 
importantes de la estructura administrativa local: el Registro municipal, en este caso del Ayuntamiento 
de Sanlúcar la Mayor (Sevilla).

El promotor de la queja nos comunicaba que tras presentar escrito de petición dirigido a la Junta de 
Gobierno del Ayuntamiento, se procedía a su registro pero se le negaba una copia del mismo, debiendo 
cumplimentar un modelo formalizado de instancia.

Además se le negaba el registro del mismo escrito dirigido a los distintos Grupos municipales con 
representación en el Ayuntamiento, motivo por el que realizó reclamación, de la que igualmente se le 
negaba copia, debiendo finalmente tener que desplazarse a otro Registro para proceder a la presentación 
de los escritos.

Recibido el informe del Ayuntamiento, manifestaba que no se había negado la admisión de escritos en 
el Registro, sino que se le había pedido al interesado los presentara más tarde, ya que la persona que 
se encontraba en ese momento en el registro precisaba consultar previamente a la persona titular de la 
Secretaría General, la procedencia o no de registrar los escritos dirigidos a los Grupos municipales.

Asimismo, nos informaba el Ayuntamiento que en los escritos aludidos no se efectuaba solicitud alguna 
que precisara de respuesta, sino que se limitaba el solicitante a hacer una breve reseña de un Proyecto 
de Investigación Minera manifestando su opinión de que el Ayuntamiento debería oponerse al mismo. 

Instruidas nuestras actuaciones formulamos Resolución recordando a la Administración municipal el 
régimen jurídico regulador del derecho de petición y de la admisión en los Registros públicos de los 
escritos y solicitudes de las personas interesadas, así como Recomendación en el sentido de que por la 
Alcaldía se dictasen las Instrucciones o Directrices necesarias para el estricto cumplimiento por los Servicios 
Administrativos municipales de las normas que regulan el Registro de documentos.

Como quiera que desde la Alcaldía se nos contestó que habían respondido expresamente al interesado y 
que se había elaborado la Instrucción aconsejada, consideramos que la Administración municipal concernida 
aceptaba nuestras Resoluciones, por lo que procedimos al cierre de la queja 15/1511.

Mención especial merece el asunto objeto de la queja 15/3015, en la que tratamos de las divergencias y 
controversias que se suscitan entre los ediles integrantes de los equipos de Gobierno local y los Grupos 
de la oposición, en cuanto a la distribución de los despachos y locales municipales para llevar a cabo 
sus tareas de gestión político-administrativa y, respecto a la dotación de medios personales y materiales 
necesarios para ello. 

En esta ocasión, la queja afectaba al Ayuntamiento de Fonelas (Granada), y el portavoz de un Grupo 
municipal de oposición exponía que solicitó de la Alcaldía despacho en la sede de la Entidad Local, así como 
copia de las llaves de acceso al Consistorio, para el acceso y utilización de despacho durante el fin de semana.

Su solicitud resultó denegada por la Alcaldía afirmando la inexistencia de despacho o local disponible para su 
utilización y manifestando no existir disponibilidad presupuestaria para acometer obras de acondicionamiento. 
Asimismo, se le denegaban las llaves para el acceso durante el fin de semana.
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En su escrito de queja el interesado alegaba conocer la existencia de despachos y locales sin ninguna 
utilidad en la propia sede Consistorial, y consideraba la denegación de las llaves como inmotivada.

Instruida la queja, formulamos Resolución sobre el alcance del derecho fundamental a la participación 
en los asuntos públicos reconocido en el Art. 23 de la Constitución y su traslación al ámbito municipal; 
así como poniendo de manifiesto nuestra opinión sobre la relevancia del papel representativo de los 
grupos políticos; considerando necesario motivar y justificar las limitaciones y excepciones al desempeño 
de su función representativa y, por último la conveniencia de regular el ejercicio de esos derechos en el 
Reglamento Orgánico propio. 

La Resolución que reseñamos en la queja 15/3015 fue aceptada por la Alcaldía Presidencia del Ayuntamiento, 
entendiendo por nuestra parte que la Alcaldía que dirige el gobierno y la administración municipales, 
en ejercicio de la potestad de autoorganización, puede fijar los horarios de apertura de la sede político 
administrativa municipal. 

Similares actuaciones realizamos en la queja 15/4749, en esta ocasión a demanda de un Grupo municipal 
de oposición en la localidad de Almonte (Huelva) que había formulado una serie de escritos en solicitud 
de acceso a información y documentación municipales, instando también la dotación de medios para el 
ejercicio de su función representativa y de los derechos y facultades que le corresponderían por aplicación 
de su estatuto de Concejal. 

En la misma formulamos también Resolución y la Administración municipal contestó aceptandola, razón 
por la cual procedimos al cierre de la queja 15/4749.

No obstante, dada la insistencia del promotor de la queja solicitando la intervención de esta Oficina con 
la finalidad de que por los Órganos de Gobierno del Ayuntamiento de Almonte se diera contestación de 
forma expresa y, además de manera positiva, a las numerosas peticiones de acceso a la información y 
documentación que planteaba en su condición de representante, consideramos oportuno indicarle que 
la consecución de una Administración local lo más democrática, transparente y participativa posible, que 
atienda las pretensiones de los Grupos municipales y Concejales, y prioritariamente de la ciudadanía, es 
un objetivo común al que todos debemos contribuir y al que no debemos renunciar.

Igualmente, le expresamos nuestra consideración de que el logro de este objetivo requiere de todos la 
debida mesura y sentido común en la utilización de los procedimientos legales para hacer efectivo el derecho 
de acceso a la información y documentación, de forma tal que no se produzcan situaciones de abuso o 
uso excesivo del derecho que supongan una merma importante o una dificultad desproporcionada en el 
desempeño por la Administración concernida de las funciones que la vigente legislación le encomienda.

Otro asunto especialmente singular fue el tratado en la queja 15/5116, en la que el  representante de 
un Grupo municipal del Ayuntamiento de Cartaya (Huelva), se nos denunciaba lo que consideraba un 
nombramiento indebido por parte del Pleno municipal de los vocales que debían representar al municipio 
en la Mancomunidad de Municipios Beturia.

Según exponía, la designación de uno de estos dos vocales, contravenía los Estatutos de la propia 
Mancomunidad y la legislación vigente en esta materia (LAULA), ya que el concejal designado formaba 
parte de una fuerza minoritaria en la composición del plenario, cuando el nombramiento de vocales debía 
hacerse en función de la representatividad obtenida por los distintos grupos en las elecciones.

Según manifestaba el referido Portavoz reclamante, su grupo advirtió antes de la celebración de la sesión 
del Pleno y en el propio Pleno, que se trataba de un acuerdo no ajustado a la legislación vigente y a los 
propios estatutos de la Mancomunidad.

Este hecho fue denunciado ante la Consejería de Presidencia y Administración Local de la Junta de Andalucía 
que efectuó un requerimiento al Ayuntamiento de Cartaya, dandole un mes de plazo para subsanar esta 
irregular situación.
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Transcurrido el plazo dado por la Junta de Andalucía, el grupo municipal al que representaba el promovente 
de la queja, el día 16 de octubre de 2015 habría vuelto a presentar escrito en el Ayuntamiento solicitando 
la subsanación de la anómala situación.

Como quiera que no se había adoptado acuerdo alguno subsanando la misma, es por lo que solicitaba 
nuestra intervención.

Admitida la queja y solicitado informe, el Ayuntamiento de Cartaya nos respondió adjuntando copia de un 
acuerdo por el que se anulaba el nombramiento del representante indebidamente nombrado y se facultaba 
a la Alcaldía para adoptar las medidas tendentes a hacer efectivo el cumplimiento de lo acordado. 

Lo anterior, sin contener prevención alguna o pronunciamiento sobre el nombramiento de representante 
municipal en la referida Mancomunidad, en sustitución del irregular nombramiento en aquella forma 
revocado o anulado. Es decir, que se había dejado sin representante en la Mancomunidad al Grupo político 
reclamante, que tenía legitimo derecho a estar presente en aquel órgano.

En consecuencia formulamos Resolución, efectuando el reproche que la adopción de aquel acuerdo 
merecía e instando al cumplimiento de lo legalmente dispuesto. Coincidiendo con la elaboración de 
este Informe hemos recibido respuesta de la Alcaldía de Cartaya de la que se deduce la aceptación de la 
resolución dictada. 

1.1.2.2.5 Contratación en el Sector Público
El año pasado realizamos de oficio la queja 16/1087 para trasladar a las entidades integrantes en la 
Administración Local de Andalucía el posicionamiento de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz 
sobre la inclusión de referencias y cláusulas sociales en los documentos reguladores de la contratación 
administrativa; para lo que formulamos la Resolución que consta en las actuaciones y que sintetizamos 
seguidamente.

En la misma incluíamos nuestras consideraciones sobre la positivación de las cláusulas sociales que se 
habían ido incorporando al Derecho interno por expresa prescripción contenida en las Directivas de la 
Unión Europea y del Derecho derivado de los Tratados Constitutivos. en el Ordenamiento básico estatal 
y en el Régimen Local.

Así en el Ordenamiento básico estatal y en el Régimen Local; sabido es que por expresa prescripción de 
los artículos 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprobó el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, tanto por el ámbito objetivo como por el ámbito subjetivo 
de aplicación de la referida Disposición Legal, actualmente la misma rige también para los contratos que 
celebren las Entidades Locales y sus organismos dependientes, considerándose a las Entidades que integran 
la Administración Local como formando parte del sector público a efectos de las normas de contratación.

Igualmente debe ser tomado en consideración al respecto el Ordenamiento estatutario autonómico y las 
expresas prevenciones y derechos establecidos en el Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado 
por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, en su Título I, que establece además un catálogo de derechos 
sociales y deberes, tendentes a configurar un marco de exclusión de la marginación y discriminación sociales 
(igualdad de género, atención y protección de personas menores, de jóvenes y mayores, prestaciones 
sociales y renta básica, atención y ayudas a personas discapacitadas, garantía del derecho al trabajo, 
promoción pública de viviendas, etc.). 

Estableciendo los objetivos y principios básicos de actuación de la Comunidad Autónoma, como el de superar 
la exclusión social y lograr las mayores cotas de cohesión social, utilizando como medidas instrumentales 
para ello: el sistema de bienestar público; la atención a los colectivos y zonas desfavorecidas (artículo 14 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía); estableciendo como principio rector de las políticas públicas la 
atención social a las personas marginadas, excluidas y discriminadas socialmente (artículo 37.7 del mismo). 

Formulando en aquellas actuaciones Sugerencia en el sentido de que por los órganos competentes de 
todas y cada una de las Entidades que integran la Administración local de Andalucía, se llevare a cabo 
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la aprobación de directrices y de Pliegos de Clausulas Administrativas Generales, con expresa inclusión 
de cláusulas sociales en la contratación administrativa de tales Entidades y de sus Organismos y Entes 
instrumentales, como medio de promoción de la estabilidad y sostenibilidad económicas, para mejorar 
la calidad de vida de la población, así como para tratar de articular en mayor y mejor medida la cohesión 
social y la igualdad en el ámbito local afectado.

Las numerosas respuestas recibidas hasta la fecha muestran la favorable disposición existente entre las 
entidades locales andaluzas en orden a incluir cláusulas sociales en sus contratos administrativos.

1.1.2.2.6 Expedientes administrativos por supuesta 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas de Andalucía
...

Sobre esta materia se ha concluido la tramitación de diversos expedientes, entre los que podemos destacar la 
queja 15/3704, en la que la interesada denunciaba la falta de respuesta al escrito remitido al Ayuntamiento 
de Capileira (Granada) solicitando la incoación de expediente de responsabilidad patrimonial por la 
caída que sufrió en el mirador turístico de la localidad, al ceder la barandilla de seguridad instalada, que 
le llevó a precisar asistencia médica.

En la queja citada, ante la falta de respuesta del Ayuntamiento de Capileira, formulamos Resolución en 
la necesidad de dar respuesta, a la mayor brevedad posible, a la afectada. La Administración municipal 
aceptaba la Resolución que le remitíamos, señalando que se había producido un pronunciamiento de 
un Juzgado de lo Contencioso Administrativo que compelía a abonar indemnización por responsabilidad 
patrimonial a la persona interesada entre el Ayuntamiento y la entidad privada aseguradora del riesgo.

...

1.1.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones
Con respecto a la colaboración de las Administraciones con esta Institución la misma ha sido aceptable. No 
obstante, a continuación se destacan las resoluciones dictadas por el Defensor que no han obtenido 
la respuesta colaboradora de las Administraciones Públicas a tenor del artículo 29.1 de la Ley 9/1983, 
del Defensor del Pueblo Andaluz:

• Resolución relativa a la adopción de las medidas que resulten necesarias en aras de reconocer el mismo 
tratamiento fiscal en la Ordenanza Fiscal Reguladora de la Tasa por recogida de residuos sólidos urbanos 
a los titulares de los recibos en el municipio de Benalmádena, con independencia de su condición de 
empadronados o no, dirigida al Ayuntamiento de Benalmádena en el curso de las quejas 13/3399 y 14/3798.

• Resolución relativa a la reclamación de cuotas impagadas a la Fundación Vía Verde de la Sierra a los 
ayuntamientos de Pruna, El Coronil y Montellano, en el curso de la queja 13/5071.

• Resolución relativa a la realización de un nuevo estudio de costes económicos para la financiación del 
servicio (agua y basura), estableciendo una nueva tarifa en condiciones igualitarias para todos los usuarios 
de los servicios afectados, modificando el precepto correspondiente de cada Ordenanza Fiscal, evitando 
así los efectos de diferenciación o distinción cuestionados, al no estar plenamente fundamentados en 
razones vinculadas a la capacidad contributiva de los usuarios, sino finalmente a la circunstancia del 
empadronamiento, dirigida al Ayuntamiento de Torremolinos en el curso de la queja 14/0079.

• Resolución relativa al embargo por impago de tasa servicio extinción incendios, para que se proceda a 
iniciar las actuaciones tendentes a la baja contable de la cantidad inicialmente liquidada y de los consiguientes 
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